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El 19 de abril de este año se cumple el plazo para la
implantación de las medidas de seguridad de nivel alto
en los ficheros no automatizados, es decir, para los
manuales, por ejemplo, las historias clínicas. Así lo
recoge el Real Decreto 1720/2007 que desarrolla el
reglamento de la Ley Orgánica de Protección de Datos
de Carácter Personal. La sección tercera, del Capítulo
III del Real Decreto
recoge cuáles son las
medidas de seguridad
de nivel alto y cómo
afectan a la gestión y
distribución de los
ficheros y a su acceso
por terceras personas.

FECHA LÍMITE, EL 19 DE ABRIL
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Condena tras la pérdida de visión de un ojo por
no hacer un estudio preoperatorio y por falta de asepsia
❚ Europa Press Madrid

El Tribunal Superior de Jus-
ticia de Madrid ha condena-
do al Servicio Madrileño de
Salud a indemnizar con
40.000 euros a un paciente
que se quedó sin vista en un
ojo tras ser operado de cata-
ratas.
La Sección Novena de la

Sala de lo Contencioso-ad-
ministrativo ha estudiado el
caso de un paciente de 70
años de edad que fue inter-
venido de cataratas en su ojo
izquierdo. Tras la revisión,

fue dado de alta, pero acu-
dió a los pocos días al servi-
cio de Urgencias del centro
sanitario por pérdida brusca
de visión en el ojo interveni-
do y dolor ocular.
Con la sospecha de endof-

talmitis tuvo que ser someti-
do a una vitrectomía, produ-
ciéndose posteriormente un
desprendimiento de retina,
lo que suponía una nueva
intervención con escasas po-
sibilidades de recuperación.
El paciente se ha quedado
ciego del ojo izquierdo.

La resolución judicial ad-
mite que la falta de cuidado
en el tratamiento de la en-
fermedad del paciente ha
vulnerado las exigencias de
la lex artis en tres puntos
esenciales. El primero, por
el deficiente estudio preope-
ratorio realizado al no se
efectuarse recuento endote-
lial, prueba esencial en per-
sonas mayores.

Falta de asepsia
El segundo se produjo en
que las medidas de profila-

xis y asepsia, que no han
quedado acreditadas por los
servicios médicos, y por últi-
mo, en la instauración de un
tratamiento antibiótico in-
necesario al adelantar la
existencia de un bacilo que
luego se comprobó que no
existía, perdiéndose unos dí-
as para determinar el anti-
biótico específico. Por tanto,
la pérdida de visión se debió
a la actuación negligente de
los facultativos, que no so-
metieron al paciente a un
tratamiento rápido y eficaz.

DATOS RESPUESTASANTESDEL31 DEMAYO

La AEPD envía un test a
654 centros para evaluar
si cumplen con la LOPD
❚ Redacción

La Agencia Española de
Protección de Datos
(AEPD) ha enviado un
cuestionario a 654 centros
hospitalarios públicos y
privados del catálogo na-
cional de hospitales para
comprobar si cumplen con
la Ley Orgánica de Protec-
ción de Datos (LOPD). Los
centros tienen hasta el 31
de mayo para responder al
test de la AEPD. Los infor-
mes que se reciban serán
evaluados por la agencia
que elaborará un informe
general que incluya reco-
mendaciones para mejorar
la seguridad de esta infor-
mación. "La iniciativa se
debe a la constatación alar-
mamante de casos y proce-
dimientos tramitados vin-
culados principalmente a
la vulneración de los debe-
res de seguridad y secreto
por parte de centros sani-
tarios", según ha informa-
do la AEPD.
En 2009 la agencia que

dirige Artemi Rallo regis-
tró 123 denuncias en el
sector de la sanidad. Los
principales motivos de es-
tas reclamaciones se de-
ben a la aparición de docu-
mentación clínica en la vía
pública y al almacena-
miento de esta informa-
ción en áreas que no están
restringidas al público.
También se ha incremen-
tado el número de pacien-
tes que solicitan que la
agencia tutele su derecho a
acceder a su historia clíni-
ca. Las reclamaciones de
los ciudadanos se funda-
mentan en que se les su-
ministra una historia clíni-
ca incompleta, pues los
centros se amparan en el
derecho de los facultativos
a la reserva de las anota-
ciones subjetivas en el his-
torial del paciente (ver
DM del 18-IX-2009).
En los últimos dos años,

Artemi Rallo.

❚ Soledad Valle

La Sección Novena de la Au-
diencia Provincial de Ma-
drid ha recordado lo que di-
jo el Tribunal Supremo en
una sentencia de 2004: que
"no cabe considerar la ope-
ración de miopía como me-
ramente satisfactiva, dada
su evidente incidencia cura-
tiva". Ahora, la Audiencia
Provincial ha absuelto a un
médico y a una clínica de la
demanda interpuesta por un
paciente que, después de so-
meterse a una intervención
de cirugía refractiva para re-
ducir la miopía, necesita se-
guir utilizando gafas.
La defensa del facultativo,

que emprendió la letrada
Macarena Iturmendi, del
despacho De Lorenzo Abo-
gados, recurrió el fallo de
primera instancia que dio la
razón al paciente condenan-
do a pagar al médico y a la
clínica de manera solidaria
una indemnización de 2.303

MADRID ELCI RECOGÍADEMANERASUFICIENTEELRIESGODESEGUIRNECESITANDOGAFAS

La Audiencia Provincial de Madrid ha considera-
do una operación demiopía con técnica lasik co-
momedicina necesaria y, por tanto, ha reducido

las exigencias de información que debe recoger
el CI. El fallo ha absuelto a un cirujano y a una
clínica, revocando la resolución de instancia.

➔

La operación de miopía es
curativa, no asegura resultados

Macarena Iturmendi, abogada del despacho De Lorenzo.

Los riesgos que debe de recoger el consentimiento
informado (CI) de cualquier intervención son distintos
dependiendo de si ésta responde a un tratamiento de
medicina necesaria o si es una operación estética, por
ejemplo, meramente satisfactiva. La jurisprudencia
apunta que en las intervenciones y tratamientos que
no son necesarios el facultativo debe de informar al
paciente de los riesgos infrecuentes, es decir, de
aquellos con una incidencia muy escasa pero
susceptibles de producirse (ver DM del 23-XI-2009).
No es así cuando se trata de una operación curativa,
en la que el facultativo no está obligado a informar al
paciente de complicaciones de escasa incidencia,
aunque posibles (ver DM del 9-III-2010).

EL RIESGO INFRECUENTE

euros (el coste de la inter-
vención) por considerar que
existía una falta de consenti-
miento informado (CI),

pues no se dio a conocer
con precisión al paciente la
posibilidad de tener que se-
guir utilizando gafas. La
operación le redujo la mio-
pía de 8 dioptrías a 2 diop-
trías.

Buena praxis
En el recurso de apelación,
la defensa del facultativo y la
clínica parte de la premisa
de que la cirugía de miopía
es medicina necesaria, refi-
riéndose a la sentencia del
Supremo antes citada. De
este modo, las exigencias
por las que debe responder
el médico son de medios y
no de resultados, y dado que
no existió una mala praxis,
como se deja probado en el

fallo de instancia, el médico
no tendría responsabilidad,
razonamiento que convence
al tribunal.
También es esta distin-

ción entre cirugía satisfacti-
va y necesaria la que lleva a
reducir las exigencias sobre
el contenido del documento
CI. En la medicina satisfac-
tiva la información que se
ofrece al paciente debe reco-
ger el riesgo infrecuente, al-
go que no sucede en este ca-
so. De modo que, si en ins-
tancia se juzgó que la posibi-
lidad de que el paciente ne-
cesitara utilizar gafas des-
pués de la operación no es-
taba suficientemente claro
en el CI, ahora la Audiencia
señala que "no comparte los
razonamientos del juez de
instancia". El tribunal recoge
que "al tratarse de los bene-
ficios de la intervención y
precisarse que el objetivo fi-
nal es alcanzar una agudeza
visual similar a la que se po-
seía previamente con gafas,
se indica no sólo que esto se
consigue en la gran mayoría
de los casos (es decir, no en
todos), sino que incluso se
precisa: Sin embargo, el éxi-
to del tratamiento no va li-
gado a conseguir una gra-
duación final igual a cero
dioptrías".
La resolución de la Au-

diencia de Madrid se puede
considerar firme, pues la
cuantía que se solicita, me-
nos de 3.000 euros, cierra la
posibilidad de apelar a ins-
tancias superiores, como re-
coge el fallo.

la institución ha declarado
infractores a varios centros
autonómicos de salud y clí-
nicas por no garantizar el
deber de guardar secreto,
ni adoptar las necesarias
medidas de seguridad para
proteger historias clínicas
e información sanitaria de
miles de pacientes al per-
mitir su difusión a través
del programa de intercam-
bio de archivos eMule.

Sanciones
Ese fue el caso del Servicio
Cántabro de Salud (SCS)
sancionado por la agencia
por infringir la normativa
de protección de datos y
facilitar la difusión, a tra-
vés del programa eMule,
de documentos que conte-
nían los nombres, apelli-
dos, fechas de nacimiento,
direcciones, teléfonos y, en
algún caso, datos de salud
asociados de 1.748 pacien-
tes (Ver DM del 9-III-
2009).
También ha habido ac-

tuaciones de la agencia
contra médicos. La más re-
ciente fue la de 60.001 eu-
ros impuesta a un patólogo
de Gijón acusado de haber
tirado a la calle 25 botes
con restos orgánicos de pa-
cientes que se encontraban
etiquetados. Los botes con
partes de biopsias fueron
hallados en una calle (ver
DM del 30-XII-2010).

El Real Decreto
1720/2007 que
desarrolla la LOPD
se puede consultar
en nuestra web.


